
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, Cesar, Catorce (14) de Julio de dos mil Veintiuno 

(2021) 

 

RAD: 20013-40-89-001-2021-00174-00. Acción de tutela de primera 

instancia promovida WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON contra NUEVA 

EPS. Derechos fundamentales a la salud.   

 

ASUNTO A TRATAR: 

 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda en la 

presente Acción de Tutela de primera instancia impetrada por 

WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON contra NUEVA EPS.  

 

HECHOS: 

 

Como sustento fáctico de la acción constitucional, la accionante 

manifiesta en síntesis lo siguiente: 

 

Le diagnosticaron con Hipertensión Arterial Severa en tratamiento 

con AMLODIPINO, IRBERSARTAN y LOZARTAN.  

 

Se encuentra afiliado a la Nueva EPS, en el régimen subsidiado, y 

se encuentra desempleado, el médico tratante le formuló APROVASC 

300-5 (Irbersatan + Amlodipino)  

 

Se acercó al Dispensario contratado por la EPS, el cual es 

DOMOMEDICA (servicios y Suministro Médicos) del Municipio de 

Agustín Codazzi, Cesar, donde le informan que no cuentan con el 

medicamento ordenado, actualmente ya ha entregado tres (03) órdenes 

emitidas por la Nueva EPS, de los medicamentos ordenado por el 

médico tratante, cada orden viene con una cantidad de treinta 30 

pastillas para un (01) total de 90 pastillas, durando el 

tratamiento de tres (03) meses, los cuales deben ser mes a mes, no 

se ha realizado la entrega de primera orden.  

 

Actualmente sus ingresos nulos, está desempleado y no recibe ayuda 

o ingresos adicionales de ninguna índole.  

 

DERECHOS FUNDAMENTALES QUE SE ESTIMAN VIOLADOS: 

 

La parte actora con base en los hechos descrito anteriormente, se 

le han vulnerado sus derechos fundamentales a la salud.   

 

PRETENSIONES: 

 

El accionante solicita que se ordene a la  NUEVA EMPRESA PROMOTORA 

DE SALUD S.A. “NUEVA EPS S.A.”, que autorice y entregue el 

medicamento APROVASC 300/5 (Irbesartan + Amlodipino) formulado por 

el médico tratante. 
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Que se ordene a la Nueva EPS, que garantice la entrega permanente 

de todos los medicamentos en calidad y periodicidad que ordene el 

médico tratante.  

 

Que se ordene una atención integral.  

 

Que se ordene a la NUEVA EPS, no incurrir en nueva conducta que 

dieron mérito para iniciar la tutela.   

 

Que se ordene al ADRES reembolsar a la EPS los gastos que realice 

en el cumplimiento de presente acción.  

 

PRUEBAS: 

 

PARTE ACCIONANTE:  

 

1.- Justificación No Pos del servicio.  

2.- Entrega de los recibos como pendientes por parte de DOMMEDICA.  

3.- Resumen Historia Clínica.  

4.- Resultados de exámenes de Laboratorios donde se evidencia una 

gran alteración por falta de medicación correspondiente pendiente 

por entregar  

 

 

PARTE ACCIONADA:  

 

No aportó.  

  

 

TRÁMITE PROCESAL 

 

Con proveído de 02 de julio de 2021, este Despacho Judicial admitió 

la acción de tutela, corriendo de ella traslado a la contra NUEVA 

EPS-S., y se le concedió el término de dos (2) días, para que 

rindiera un informe sobre los hechos relatados en la acción 

presentada.  

 

CONTESTACIÓN DE LA NUEVA EPS: 

Alega, que el área TÉCNICA DE SALUD ha realizado revisión del caso, 

determinando que se trata de SERVICIO Y/O TECNOLOGIA DE SALUD NO 

FINANCIADOS CON RECURSOS DE LA UNIDAD DE PAGO POR CAPITACION 

(RESOLUCION 2481 DEL 2020), se encuentra inmersa y expresa en el 

listado de exclusiones (Resolución 244 de 2019).   

Aduce, que  lo solicitado no está contenido en las coberturas del 

Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC. El PBS procura dar 

cobertura a los servicios y tecnologías necesarios para la 

protección efectiva del derecho a la salud y excluye de forma 

expresa aquellos a los que les aplicaron los criterios establecidos 

en la norma en mención.  

Indica, que la acción de tutela funciona como un mecanismo para 

remediar la vulneración de derechos fundamentales, pero de ninguna 

forma funciona como una herramienta que intenta predecir 

incumplimientos futuros por parte de los accionados.  



Manifiesta, que la integralidad en el tratamiento médico, se viene 

concediendo al usuario, puesto que hemos cubierto y suministrado a 

través de nuestra red de prestadores, ayudas diagnósticas, 

servicios especializados y sub especializados, medicamentos, 

acciones de promoción, prevención, tratamiento y rehabilitación 

sin dilación alguna, procediendo con la oportunidad, calidad y 

seguridad que se requiere para lograr la efectividad del 

tratamiento en esta y en otras patologías con las cuales ha cursado 

el paciente cumpliendo con lo dispuesto en la normatividad.  

Alega, que Por tratarse de un afiliado(a) del régimen subsidiado, 

se solicita al señor juez vincular de manera inmediata a la 

Secretaria De Salud Departamental de Cesar, para que se haga 

responsable del recobro y de la entrega de medicamentos, si es el 

caso, que no se encuentren dentro del plan de beneficios de salud 

Aduce, que haciendo claridad que los demás tratamientos o 

procedimientos que no estén cubiertos por el PBS, si es del caso 

que no cuente con la capacidad económica para cubrir el 

tratamiento, deben dirigirse a la Entidad Territorial de Salud. 

Por lo que solicitan hacer parte de la tutela a la ENTIDAD 

TERRITORIAL DE SALUD, ya que cada departamento con fundamento en 

las necesidades y exigencias propias, adoptaron un modelo, ya fuera 

centralizado o descentralizado, para garantizar el acceso de los 

usuarios del régimen subsidiado en salud a los servicios no 

incluidos en el PBS, asegurando el adecuado flujo de recursos para 

los prestadores de servicios de salud.  

En virtud de lo anterior, solicita lo siguiente: 

PRINCIPALES:  

1.- Que se DENIEGUE POR IMPROCEDENTE la presente por no acreditarse 

la concurrencia de las exigencias previstas por la Corte 

Constitucional para inaplicar las normas que racionalizan la 

cobertura del servicio.    

2.- En cuanto al MEDICAMENTO requerido deberá negarse por NO SER 

FINANCIADO CON RECURSOS DE LA UNIDAD DE PAGO POR CAPITACION 

(RESOLUCION 2481 DEL 2020, motivo por el cual no procede su amparo 

a través de la acción constitucional.  

3.- En cuanto a la solicitud de atención integral, deberá de negarse 

puesto que la misma implica prejuzgamiento y asumir la mala fe por 

parte de LA NUEVA EPS S.A sobre hechos futuros que aún no han 

ocurrido. Esta petición incluye cualquier tratamiento, medicamento 

o demás pretensión realizada por el accionante que no haya sido 

ordenada por médico tratante al momento de la presente acción de 

tutela.  

4.- Vincular a la Secretaria De Salud Departamental del Cesar con 

la finalidad de que atienda la prestación de servicios y 

tecnologías no financiados por la UPC-S de sus afiliados del 

régimen subsidiado.  

SUBSIDIARIA:  

1.- En caso que el despacho ordene tutelar derechos invocados, 

solicitamos ADICIONAR, en la parte resolutiva del fallo en el 

sentido de FACULTAR a la NUEVA EPS S.A. y en virtud de la Resolución 

205 de 2020 (por medio de la cual se establecieron unas 

disposiciones en relación al presupuesto máximo para la gestión y 



financiación de los servicios y tecnologías en salud no financiados 

con cargo a la UPC), se ordene a la Administradora de los Recursos 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES), 

reembolsar todos aquellos gastos en que incurra NUEVA EPS en 

cumplimiento del presente fallo de tutela y que sobrepasen el 

presupuesto máximo asignado para la cobertura de este tipo de 

prestación.    

2.- Expedir copia autentica de la providencia que se emita. 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL:  

 

La acción de tutela es un mecanismo de defensa establecido por la 

constitución a favor de todas personas cuyos derechos fundamentales 

sean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 

autoridades públicas, o de los particulares en los casos 

expresamente previstos por la constitución y la ley, cuyo amparo 

inmediato puede ser reclamado ante los jueces de la república. Esta 

acción constitucional es de carácter preferente, sumario y 

subsidiario, por cuanto a él se recurre cuando no estén 

contemplados otros medios de defensa judicial, tal como indica el 

artículo 86 de la constitución nacional en su inciso tercero: esta 

acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 

de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable, limitación esta 

que fue reiterada en el numeral 1 del artículo 6 del decreto 2591 

de 1991. 

 

LEGITIMACION ACTIVA 

 

La accionante WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, actuando en nombre 

propio impetra acción de tutela, con fundamento en el artículo 86 

de la C.N., teniendo como objetivo que constitucionalmente a través 

del presente mecanismo, le salvaguarden los derechos fundamentales 

constitucionales vulnerados.  

 

LEGITIMACIÓN PASIVA:  

 

LA NUEVA EPS-S, por tener vínculo directo con la prestación del 

servicio de salud del señor WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, por 

lo tanto, es a quien se le atribuye la responsabilidad de la 

vulneración a los derechos fundamentales referidos.  

 

INEMDIATEZ Y SUDSIDIARIDAD:  

 

Con respecto a este presupuesto considera esta agencia judicial 

que el mismo se cumple puesto que la fecha de la orden de la 

historia clínica es de fecha 08 de marzo de 2021, y la presente 

acción de tutela se impetró el 30 de junio del hogaño, lo cual 

indica que no han transcurrido más de seis (6) meses, siendo 

oportuna la reclamación del derecho violentado.   

 



Frente a la subsidiaridad se percibe que el hoy accionante no tiene 

otro mecanismo inmediato para proteger y cesar el derecho 

transgredido, sino la presente acción, pues, según los hechos en 

el caso particular se puede concluir que éste instrumento 

constitucional es el idóneo para la protección de sus derechos 

fundamentales, máxime cuando se trata de la vulneración del derecho 

constitucional a la salud de un SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN 

CONSTITUCIONAL.  

 

PROBLEMA JURIDICO:  

 

En el presente asunto, el problema jurídico a resolver radica: ¿Sí 

NUEVA EPS-S, ha vulnerado los derechos fundamentales 

constitucionales a WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, al no 

entregarle los medicamentos APROVASC 300/5 (Irbesartan + 

Amlodipino) formulado por el médico tratante? 

 

FUNDAMENTO DE LA JURISPRUDENCIAL CONSTITUDIONAL:  

 

Especial protección constitucional de los adultos mayores. 

Reiteración de Jurisprudencia - Sentencia T-252/17:  
  

Los adultos mayores son un grupo vulnerable, por ello han sido 

catalogados como sujetos de especial protección constitucional en 

múltiples sentencias de esta Corporación. Desde el punto de vista 

teórico, esto puede obedecer a los tipos de opresión, maltrato o abandono 

a los que puede llegar a estar sometida la población mayor, dadas las 

condiciones, físicas, económicas o sociológicas, que la diferencian de 

los otros tipos de colectivos o sujetos. 

  

Ahora bien, al observar el ordenamiento jurídico, la Constitución en sus 

artículos 13º y 46º, contempla la especial protección del Estado y la 

sociedad a las personas mayores, de acuerdo con el principio de 

solidaridad y los preceptos del Estado Social de Derecho que inspiran el 

ordenamiento superior. En especial, el artículo 46º pone en cabeza de 

las familias, la sociedad y el Estado mismo unos deberes de protección 

y asistencia en favor de los adultos mayores, que conlleven su 

integración en la vida comunitaria. Dicho precepto constitucional indica 

que: 

  

“Artículo 46. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la 

protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y 

promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. || El Estado 

les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el 

subsidio alimentario en caso de indigencia” (Negrillas fuera de texto 

original). 

  

En razón de tal disposición constitucional este Tribunal indicó en la 

sentencia C-503 de 2014 que “el Estado debe propender por el cuidado de 

la vejez como parte del cumplimiento de sus obligaciones 

constitucionales. Ello por cuanto a pesar de existir un especial deber 

de solidaridad en cabeza de la familia, el artículo 46 habla de una 

responsabilidad concurrente, y por tanto, el Estado no sólo puede sino 

que debe contar con una política pública de cuidado, protección e 

integración del adulto mayor, y adoptar las respectivas medidas para 

implementarlas”. 

  

La Corte ha valorado la edad como factor de vulneración para establecer 

la procedencia de la acción de tutela en materia pensional, por cuanto 

ha estimado que los adultos mayores se encuentran en una posición de 

debilidad e indefensión, en tanto se encuentran limitadas para obtener 

ingresos económicos que les permitan disfrutar de una vida digna. 

Asimismo, tal estado de vida se ve acrecentado por otros factores que 

esta Corte ha resaltado: 

  



“Empero, es claro que esa protección deriva del deterioro natural de 

las funciones básicas del ser humano, que sobrevienen con el paso de 

los años, y que se hacen notorias en unas personas, más que en otras. 

Ello, trae como consecuencia inexorable que, conforme avance el tiempo, 

será cada vez más difícil para ellas acceder al mercado laboral, o 

desarrollar alguna actividad de la cual puedan derivar su sustento. 

Por eso, la especial protección del Estado hacia esa población no debe 

abordarse tomando como factor exclusivo la edad a partir de la cual, 

constitucionalmente, se habla de adulto mayor, sino que debe hacerse 

a partir del análisis holístico del conjunto de elementos que definen 

su contexto real, pues, “la omisión de proporcionar especial amparo a 

las personas colocadas en situación de indefensión bien sea por razones 

económicas, físicas o mentales puede incluso equipararse a una medida 

discriminatoria” 

  

Así las cosas, es indispensable otorgar a los adultos mayores un trato 

preferente para evitar la posible vulneración de sus derechos 

fundamentales. Acorde con lo expuesto por este Tribunal, cuando estas 

personas sobrepasan el índice de promedio de vida de los colombianos y 

no tienen  otro medio distinto eficaz, es la acción de tutela la idónea 

para obtener la efectividad de sus derechos, como se explicó en el acápite 

anterior.   

 

El concepto científico del médico tratante es el principal criterio 

para establecer si se requiere un servicio de salud – Reiteración 

de Jurisprudencia - Sentencia T-345/13:  

  

   En múltiples ocasiones,  diferentes Salas de Revisión de esta 

Corporación han señalado que los usuarios del Sistema de Salud 

tienen el derecho constitucional a que se les garantice el 

acceso efectivo a los servicios médicos necesarios e 

indispensables para tratar sus enfermedades, recuperar su salud 

y resguardar su dignidad humana. Esto fue recogido por la 

sentencia T-760 de 2008 en la regla: toda persona tiene derecho 

a que la entidad encargada de garantizarle la prestación de los 

servicios de salud, EPS, autorice el acceso a los servicios 

que requiere, incluso si no se encuentran en el plan obligatorio 

de salud’, pues lo que realmente interesa es si de aquel depende 

la dignidad y la integridad del peticionario y si el servicio 

ha sido ordenado por el médico tratante. 

  

    En esta línea, la Corte ha resaltado que en el Sistema de 

Salud, quien tiene la competencia para determinar cuándo una 

persona requiere un procedimiento, tratamiento, o medicamento 

para promover, proteger o recuperar su salud es, prima facie, el 

médico tratante, por estar capacitado para decidir con base en 

criterios científicos y por ser quien conoce de primera mano y 

de manera detallada la condición de salud del paciente. 

  

    La importancia que le ha otorgado la jurisprudencia al concepto 

del médico tratante se debe a que éste (i) es un profesional 

científicamente calificado; (ii) es quien conoce de manera 

íntegra el caso de su paciente y las particularidades que pueden 

existir respecto de su condición de salud y (iii) es quién actúa 

en nombre de la entidad que presta el servicio. 

 

Adicionalmente, la Alta Corporación guardiana de la constitución, 

ha manifestado en Sentencia T-519/14, lo siguiente:  

“preciso resaltar que varios de los casos anteriormente enunciados, 

comparten situaciones comunes: primero, el médico tratante formuló un 

medicamento o tratamiento que se requería para garantizar la vida digna 

e integridad física de los accionantes; segundo, las entidades 

prestadoras de salud se negaron a suministrarlo debido a que no se 

encontraba contemplado en la lista del Plan Obligatorio de Salud; y 



tercero, los actores alegaron no tener la capacidad económica suficiente 

para acceder por ellos mismos a lo prescrito por el médico”. 

Sobre la base de aquellas situaciones la Corte construyó, con el paso 

del tiempo, criterios que garantizaran el acceso a los servicios de salud 

excluidos del POS. Entre ellos, señaló los siguientes: 

  

“a) la falta del medicamento o tratamiento excluido por la 

reglamentación legal o administrativa, debe amenazar los 

derechos constitucionales fundamentales a la vida o a la 

integridad personal del interesado; b) debe tratarse de un 

medicamento o tratamiento que no pueda ser sustituido por 

uno de los contemplados en el Plan Obligatorio de Salud o 

que, pudiendo sustituirse, el sustituto no obtenga el mismo 

nivel de efectividad que el excluido del plan, siempre y 

cuando ese nivel de efectividad sea el necesario para 

proteger el mínimo vital del paciente; c) que el paciente 

realmente no pueda sufragar el costo del medicamento o 

tratamiento requerido, y que no pueda acceder a él por 

ningún otro sistema o plan de salud (el prestado a sus 

trabajadores por ciertas empresas, planes complementarios 

prepagados, etc.); y finalmente, d) que el medicamento o 

tratamiento haya sido prescrito por un médico adscrito a la 

Empresa Promotora de Salud a la cual se halle afiliado el 

demandante”. 

 

“Las anteriores subreglas surgieron principalmente del 

principio “requerir con necesidad”, que antes de la sentencia T-

760 de 2008, no había sido nombrado con tanta claridad, pero en 

cada caso habían sido aplicados los mismos criterios. El juez de 

tutela ordenaba los tratamientos o medicamentos negados por la EPS 

cuando encontraba que era “requerido” por el médico tratante debido 

a la amenaza y riesgo del derecho a la vida e integridad personal 

del paciente, y porque el medicamento o tratamiento no podía ser 

sustituido por otro contemplado en el POS; y que además, cuando se 

acreditaba que el accionante no tenía la capacidad económica para 

acceder por sí mismo al servicio médico, es decir, la situación 

de “necesidad” del paciente”. 

  

Posteriormente, la Corte aclaró que “requerir un servicio y no 

contar con los recursos económicos para poder proveerse por sí mismo 

el servicio, se le denominará, ´requerir con necesidad´”. En ella, 

aclaró el concepto de “requerir” y el de “necesidad”. Respecto al 

primero señaló que se concretaba en que “a) la falta del servicio 

médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad 

personal de quien lo requiere; b) el servicio no puede ser 

sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio 

y c) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a 

la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a 

quien está solicitándolo. Sobre el segundo dijo que (…) alude a que 

el interesado no puede costear directamente el servicio, ni está 

en condiciones de pagar las sumas que la entidad encargada de 

garantizar la prestación del mismo se encuentra autorizada a cobrar 

(copagos y cuotas moderadoras), y adicionalmente, no puede acceder 

a lo ordenado por su médico tratante a través de otro plan distinto 

que lo beneficie.” 

  

“El criterio de la necesidad acogido por la Corte Constitucional, 

concretamente en la sentencia T-760 de 2008, adquiere mayor 

fortaleza cuando se trata de sujetos que, por la calidad de la 

enfermedad padecida, el grupo poblacional al que pertenecen o el 

tipo de servicio solicitado, se encuentran en estado de indefensión 

y requieren en esa medida, una especial protección por parte del 

juez constitucional. A ello se refirió este Tribunal cuando  precisó 

que: 

  

“toda persona tiene el derecho constitucional a que se le 

garantice el acceso efectivo a los servicios que requiera, 

esto es, servicios indispensables para conservar su salud, 

cuando se encuentre comprometida gravemente su vida, su 



integridad personal, o su dignidad. El orden constitucional 

vigente garantiza a toda persona, por lo menos, el acceso 

a los servicios de salud de los cuáles depende su mínimo 

vital y su dignidad como persona.” 

 

La Sentencia T-760 de 2008, se señaló que: “toda persona tiene el derecho 

constitucional a acceder a los servicios de salud que requiera con 

necesidad, es decir, que hayan sido ordenados por el médico tratante que 

ha valorado científicamente la necesidad del mismo”, siempre que la 

persona no tenga la capacidad económica para asumir su costo.  

  

Para determinar aquellos casos concretos en los que la entidad promotora 

de salud deberá otorgar la prestación requerida, aun cuando se encuentre 

excluida del POS, esta Corporación ha establecido los siguientes 

requisitos, los cuales, como ya se dijo, fueron igualmente reiterados en 

la reciente Sentencia C-313 de 2014: 

  

“(i) [Que] la falta del servicio médico vulnere o amenace los 

derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; 

  

(ii) [Que] el servicio no pueda ser sustituido por otro que se 

encuentre incluido en el plan obligatorio; 

  

(iii) [Que] el interesado no pueda costearlo directamente, (…) y 

[que] no pueda acceder a [dicho] servicio por otro plan distinto 

que lo beneficie; y 

  

(iv) [Que] el servicio médico haya sido ordenado por un médico 

adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del 

servicio”. 

 

Por lo demás, en lo que respecta al suministro de pañales desechables, 

la Corte ha indicado que por tratarse de un servicio expresamente 

excluido del POS, es necesario que se acrediten los requisitos 

previamente expuestos. No obstante, en algunos casos excepcionales, se 

ha ordenado su entrega sin prescripción médica, cuando las circunstancias 

ameritan que se autorice su suministro, siempre que se cumplan con estos 

dos requisitos: 

 

(i) Que se evidencie la falta de control de esfínteres, derivada 

de los padecimientos que aquejan a la persona, o la imposibilidad 

de ésta para moverse sin la ayuda de otra. De comprobarse esta 

afectación, los pañales serían el único elemento apropiado para 

garantizar la calidad de vida del paciente. 

  

(ii) Que se pueda probar que tanto el paciente como su familia no 

cuentan con la capacidad económica para sufragar el costo de los 

pañales desechables. 

 

En consecuencia, en aras de garantizar el derecho a la vida digna de los 

pacientes que demandan el suministro de pañales desechables, se ha 

autorizado excepcionalmente su entrega sin orden médica, cuando la 

persona padece de alguna enfermedad que evidencie la necesidad de su 

suministro y el solicitante y su familia se encuentran en condiciones 

económicas precarias, con miras a poder sufragar su costo” 

 

“(i) sin perjuicio de las demás reglas, es aplicable la regla general en materia 

probatoria, según la cual, incumbe al actor probar el supuesto de hecho que 

permite obtener la consecuencia jurídica que persigue; (ii) ante la afirmación 

de ausencia de recursos económicos por parte del actor (negación indefinida), 

se invierte la carga de la prueba correspondiendo en ese caso a la entidad 

demandada demostrar lo contrario; (iii) no existe tarifa legal para demostrar 

la ausencia de recursos económicos, la misma se puede intentar mediante 

negaciones indefinidas, certificados de ingresos, formularios de afiliación al 

sistema, extractos bancarios, declaración de renta, balances contables, 

testimonios, indicios o cualquier otro medio de prueba; (iv) corresponde al juez 

de tutela ejercer activamente sus poderes inquisitivos en materia probatoria, 

con el fin de establecer la verdad real en cada caso, proteger los derechos 

fundamentales de las personas y garantizar la corrección del manejo de los 



recursos del sistema de seguridad social en salud, haciendo prevalecer el 

principio de solidaridad cuando el peticionario cuenta con recursos económicos 

que le permitan sufragar el costo de las intervenciones, procedimientos o 

medicamentos; (v) en el caso de la afirmación indefinida del solicitante respecto 

de la ausencia de recursos económicos, o de afirmaciones semejantes, se presume 

su buena fe en los términos del artículo 83 de la Constitución, sin perjuicio 

de la responsabilidad civil o penal que le quepa, si se llega a establecer que 

tal afirmación es falsa o contraria a la realidad (vi) hay presunción de 

incapacidad económica frente a los afiliados al SISBEN teniendo en cuenta que 

hacen parte de los sectores más pobres de la población. (Sentencia T-405 de 

2017) 

 

Carácter fundamental del derecho a la seguridad social y a la salud 

(reiteración),  en especial en lo que atañe con el derecho a la 

continuidad en el tratamiento y a la atención que merecen los 

sujetos considerados de especial protección constitucional: 

Sentencia T-898/10:  

  

“En lo que respecta con los sujetos de especial protección 

constitucional, para este caso es necesario hacer referencia 

a las personas con discapacidad mental y aquellas a las que se 

les diagnostica que es portador asintomático del VIH. 

  

La atención especial que merecen las personas que se encuentran 

en estado de debilidad con ocasión a sus afecciones en la 

salud, se sustenta en el artículo 13 y 47 de la Constitución 

Política, los cuales le imponen al Estado la obligación de 

promover las condiciones para que la igualdad entre las 

personas sea real y efectiva, mediante la adopción de medidas 

a favor de grupos discriminados o marginados, en especial 

cuando se trata de personas que se encuentran en debilidad, en 

razón a su condición física o mental, para los cuales el Estado 

debe adelantar una política de previsión, rehabilitación e 

integración social. 

  

En lo que atañe con las personas con discapacidad mental esta 

Corporación ha señalado que el bienestar en la salud incluye 

todos aquellos componentes propios del bienestar psicológico, 

mental y psicosomático de la persona. 

  

En lo que respecta con las personas que portan el VIH, esta 

Corporación ha señalado que su vulnerabilidad y por ende su 

atención prioritaria y especial, se genera en la circunstancia 

de que dicho virus ocasiona una enfermedad catastrófica o 

ruinosa, esto es, que su padecimiento supone un deterioro 

paulatino y constante en la salud, de allí que se deba 

suministrar la atención médica que requiera y que una vez se 

encuentre en tratamiento éste no deba ser interrumpido. El 

padecimiento de VIH/SIDA es objeto de política estatal en 

materia de salud, debido precisamente a las repercusiones de 

esta enfermedad sobre quien lo padece y sobre la sociedad en 

general. 

  

Así, el derecho a la salud es fundamental en la existencia del 

ser humano, por cuanto constituye una manifestación de su 

bienestar y es la garantía de satisfacción de otros derechos 

de rango fundamental. Su prestación esencial incluye el derecho 

a la continuidad en los tratamientos médicos ya iniciados 

incluso cuando se deja de tener una relación laboral, caso en 

el cual la obligación perdura hasta cuando cese la amenaza ya 

sea porque la enfermedad se superó o en razón a que otra entidad 

asumió la prestación del servicio, obligación que se afianza 

frente a sujetos de especial protección en razón a su 

discapacidad o en razón a que padecen de una enfermedad 

considerada catastrófica” 

 

Con relación a la continuidad de la prestación del servicio de 

salud la Corte Constitucional ha dicho en Sentencia T-454/08:    



En cuanto al alcance del principio de continuidad, la Corte precisó su 

alcance, en la sentencia T-1198 de 20031, como sigue: 

“5.4 En suma, la jurisprudencia constitucional se ha encargado de 

concretar el contenido y alcance del derecho de los ciudadanos a 

no sufrir interrupciones abruptas y sin justificación 

constitucionalmente admisible de los tratamientos en salud que 

reciben. Los criterios que informan el deber de las E.P.S de 

garantizar la continuidad de las intervenciones médicas ya 

iniciadas son: (i)  las prestaciones en salud, como servicio público 

esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de 

calidad, (ii) las entidades que tiene a su cargo la prestación de 

este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir 

las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los 

tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos 

que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, 

no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados 

a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya 

iniciados” 

Cabe resaltar que, la sentencia T – 092 de 2018, estableció lo 

siguiente;  

 
El principio de continuidad en el servicio implica que la 

atención en salud no podrá ser suspendida al paciente, cuando 

se invocan exclusivamente razones de carácter administrativo. 

Precisamente, la Corte ha sostenido que “una vez haya sido 

iniciada la atención en salud, debe garantizarse la continuidad 

del servicio, de manera que el mismo no sea suspendido o 

retardado, antes de la recuperación o estabilización del 

paciente.”. La importancia de este principio radica, 

primordialmente, en que permite amparar el inicio, desarrollo 

y termina-ción de los tratamientos médicos, lo que se ajusta 

al criterio de integralidad en la prestación. 

  

Por su parte, el principio de oportunidad se refiere a “que el 

usuario debe gozar de la prestación del servicio en el momento 

que corresponde para recuperar su salud, sin sufrir mayores 

dolores y deterioros. Esta característica incluye el derecho 

al diagnóstico del paciente, el cual es necesario para 

establecer un dictamen exacto de la enfermedad que padece el 

usuario, de manera que se brinde el tratamiento adecuado.”. 

Este principio implica que el paciente debe recibir los 

medicamentos o cualquier otro servicio médico que requiera a 

tiempo y en las condiciones que defina el médico tratante, a 

fin de garantizar la efectividad de los procedimientos médicos. 

  

Finalmente, la Ley Estatutaria de Salud, en el artículo 8, se 

ocupa de manera individual del principio de integralidad, cuya 

garantía también se orienta a asegurar la efectiva prestación 

del servicio e implica que el sistema debe brindar condiciones 

de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, 

rehabilitación, paliación y todo aquello necesario para que el 

individuo goce del nivel más alto de salud o al menos, padezca 

el menor sufrimiento posible. En virtud de este principio, se 

entiende que toda persona tiene el derecho a que se garantice 

su integridad física y mental en todas las facetas, esto es, 

antes, durante y después de presentar la enfermedad o patología 

que lo afecta, de manera integral y sin fragmentaciones2.  

 

SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO:  

 

                                                           
1 M.P. Eduardo Montealegre Lynett. Reiterada, entre otras, por las sentencias T-807 de 2007, T-662 de 2006 (M.P. 

Manuel José Cepeda Espinosa), T-363 de 2007 (M.P. Jaime Araújo Rentería).  
2   Sentencia T – 092 de 2018.  



Para comenzar, WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, acude al presente 

mecanismo con el objetivo que se le protejan sus derechos 

constitucionales a la salud, el cual considera vulnerado por la 

Nueva EPS.   

 

De entrada, el problema jurídico se resuelve de manera positivo, 

de acuerdo a las pruebas arrimadas al expediente constitucional, 

se observa que los medicamento APROVASC 300/5 (Irbesartan + 

Amlodipino) son ordenado por su médico tratante; además de ello, 

es un adulta mayor con de 88 años de edad, ES UN SUJETO DE ESPECIAL 

PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL.   

 

Tenemos que, el artículo 49 de la Constitución Política de Colombia 

establece que el Estado tiene la obligación de garantizar a todas 

las personas la atención en salud, con el establecimiento de 

políticas para la prestación del servicio y el ejercicio de una 

vigilancia y control de las mismas. De ahí que el derecho a la 

salud tenga una doble connotación: por un lado, se constituye en 

un derecho subjetivo fundamental del que son titulares todas las 

personas y, por otro, en un servicio público de carácter esencial 

cuya prestación es responsabilidad el Estado. 

  

En principio, se consideró que el alcance del derecho a la salud 

se limitaba a su órbita prestacional, de ahí que su materialización 

era programática y progresiva y su desarrollo dependía de las 

políticas públicas implementadas para su ejecución a través de 

actos legislativos o administrativos. Posteriormente, fue 

reconocido jurisprudencialmente como un derecho fundamental cuando 

su amenaza o vulneración afecta otras garantías superiores como la 

vida. A continuación, se determinó que todos los derechos de la 

Carta son fundamentales al conectarse con los valores cuya 

protección, el legislador primario, pretendió elevar “a la 

categoría de bienes especialmente protegidos por la Constitución”. 

  

Además, mediante la Sentencia T-760 de 2008, la Corte estableció 

que la salud es un derecho fundamental autónomo “en lo que respecta 

a un ámbito básico, el cual coincide con los servicios contemplados 

por la Constitución, el bloque de constitucionalidad, la ley y los 

planes obligatorios de salud, con las extensiones necesarias para 

proteger una vida digna.” Por su parte, el legislador mediante la 

Ley Estatutaria 1751 de 2015, en su artículo 2° reconoció que la 

salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable que debe 

ser prestado de manera oportuna, eficaz y con calidad. 

  

Así entonces, la salud al ser un derecho fundamental, puede ser 

protegido mediante la acción de tutela cuando resulte amenazado o 

vulnerado y no exista otro medio idóneo de defensa judicial, 

presupuesto que cobra mayor relevancia cuando los afectados son 

sujetos de especial protección constitucional. 

  

Posteriormente, el artículo 8° de la Ley 1751 de 2015 señaló la 

necesidad de garantizar el tratamiento integral a quienes, con 

independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, 

les hubiese sido negado el acceso efectivo al servicio de salud, 

lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, 

procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras 

a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie 

obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS 

o no”. Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es 

decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, 

oportuna y con calidad”. 

  



El tratamiento integral implica la obligación de no fraccionar la 

prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio 

de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, 

obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e 

ininterrumpido. Para tal efecto, las entidades de salud deben 

actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los 

trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de 

sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y 

armónica. 

  

Por tanto, es deber del Estado y de las entidades prestadoras del 

servicio público de salud asegurarles a los afiliados al sistema 

la continuidad en el tratamiento, cuidado y manejo de su 

enfermedad, siempre y cuando, con su retiro, se ponga en riesgo su 

calidad de vida e integridad. Además, la protección referida se 

refuerza en el principio de integralidad que enmarca el sistema y 

que supone que a los pacientes se les debe brindar la totalidad 

del tratamiento médico que demande su patología, en la buena fe, 

en la confianza legítima y en la eficiencia3. 

 

Descendiendo al caso concreto, WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, 

es una persona con 88 años de edad, diagnosticado con 1.- 

Hipertensión esencial primaria y 2.- Enfermedad Renal Hipertensiva 

Sin Insuficiencia Renal, su médico tratante internista, le formuló 

los medicamentos APROVASC 300/5 (Irbesartan + Amlodipino), sin que 

a la fecha se haya acreditado su entrega.  

 

De acuerdo a lo anterior, no es dable que la Nueva EPS, interrumpa 

los tratamientos del actor, por cuanto existe prueba que ha venido 

en tratamiento con los medicamentos APROVASC 300/5 (Irbesartan + 

Amlodipino), por lo tanto, no es aceptable las decisiones 

administrativas adoptadas por el entidad en no entregar los 

medicamentos por ser no PBS.  

 

No obstante, la sentencia T – 092 de 2018, estableció lo siguiente: 

“El principio de continuidad en el servicio implica que la atención 

en salud no podrá ser suspendida al paciente, cuando se invocan 

exclusivamente razones de carácter administrativo. Precisamente, 

la Corte ha sostenido que “una vez haya sido iniciada la atención 

en salud, debe garantizarse la continuidad del servicio, de manera 

que el mismo no sea suspendido o retardado, antes de la recuperación 

o estabilización del paciente.”. La importancia de este principio 

radica, primordialmente, en que permite amparar el inicio, 

desarrollo y terminación de los tratamientos médicos, lo que se 

ajusta al criterio de integralidad en la prestación. 

 

Por ende, conforme a la jurisprudencia citada, la salud es un 

derecho fundamental que debe ser garantizado de manera oportuna 

eficaz a las personas, máxime cuando se trata de personas que tiene 

enfermedades catastróficas o ruinosas, con los diagnósticos 

citados, de tal situación en la que se encuentra el actor, no se 

puede ser indiferente, puesto que, en la medida que dichos 

servicios de salud no sean prestados de manera oportuna, las 

condicione de salud se deteriorarían, colocando en riesgo su vida.   

 

Y, en sentencia T-760 de 2008 se señaló: 
     

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela 

el derecho a la salud “en conexidad con el derecho a la vida y a la 

integridad personal” para pasar a proteger el derecho “fundamental 

autónomo a la salud. Para la jurisprudencia constitucional “(...) no 

                                                           
3 Sentencia T – 016 de 2017.  



brindar los medicamentos previstos en cualquiera de los planes 

obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías 

amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental 

a la salud 

 

FRENTE A LA ATENCIÓN INTEGRAL:  

 

El artículo 8° de la Ley 1751 de 2015 señaló la necesidad de 

garantizar el tratamiento integral a quienes, con independencia del 

origen de la enfermedad o condición de salud, les hubiese sido 

negado el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye 

suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, 

intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación 

e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno 

independientemente de que se encuentren en el POS o no”. Igualmente, 

comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma 

ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”. A su 

vez, el artículo 11 de la referida ley reconoce como sujetos de 

especial protección a los niños, niñas y adolescentes, mujeres 

embarazadas, desplazados, víctimas de violencia y conflicto armado, 

adultos mayores, personas que padecen enfermedades huérfanas y 

personas en condición de discapacidad, cuya atención no podrá 

ser limitada o restringida por razones de naturaleza administrativa 

o económica4. 

 

Así entonces, el tratamiento integral implica la obligación de no 

fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con 

el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia 

constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo 

adecuado e ininterrumpido. Para tal efecto, las entidades de salud 

deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que 

los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación 

de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y 

armónica.  

 

Así lo ha establecido la jurisprudencia en Sentencia T-179 de 2000: 

“Fundada en este principio y con el ánimo de racionalizar el acceso 

a la acción de tutela, evitando que las personas tengan que acudir 

una y otra vez a esta acción constitucional, la Corte 

Constitucional suele ordenar en sus providencias a entes 

prestadores del servicio público de salud que le brinden a la 

accionante atención integral. Esta orden, por lo demás, supone que 

la atención y el tratamiento a que tienen derecho las personas 

pertenecientes al sistema de seguridad social en salud “deben 

contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones 

quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el 

diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el 

médico tratante valore como necesario para el pleno 

restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las 

dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y 

en tal dimensión, debe ser  proporcionado a sus afiliados por las 

entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad 

social en salud” 

 

“[e]videntemente, la prevención que se hace por el juez de tutela 

al dar la orden de atención integral, lejos de constituirse en una 

presunción de violaciones futuras a derechos fundamentales por 

parte de la accionada y por hechos que no han tenido ocurrencia, 

como se podría alegar por la accionada, se constituye en una real 

y efectiva protección a las garantías constitucionales, como deber 

ineludible del fallador, donde se aplican los fundamentos 

constitucionales que orientan la prestación del servicio en el 

Estado social de derecho, sin dejar de lado que se cuenta con la 

                                                           
4 Sentencia T - 196  de 2018.  



presencia de los presupuestos básicos exigidos por el artículo 86 

Superior para la utilización de la acción de tutela, toda vez, […] 

mientras no se haya prodigado la atención con que el paciente 

domine o mitigue su enfermedad, persiste la amenaza de vulneración 

de los derechos fundamentales que ya se han protegido por hechos u 

omisiones ciertos y comprobados como trasgresores de los mismos”. 

 

De la misa forma, en Sentencia T-924/11 PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD 

DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD-Finalidad El principio de 

integralidad tiene por finalidad mejorar las condiciones de 

existencia de los pacientes, prestando los servicios médicos en el 

momento adecuado, en otras palabras este mandato de optimización 

responde “a la necesidad de garantizar el derecho a la salud de 

tal manera que los afiliados al sistema puedan acceder a las 

prestaciones que requieran de manera efectiva, es decir, que debido 

a la condición de salud se le otorgue una protección integral en 

relación con todo aquello que sea necesario para mejorar la calidad 

de vida de manera efectiva”. Así mismo, la integralidad en el 

servicio de salud implica que el doliente debe recibir el 

tratamiento de calidad que requiere según las condiciones de la 

patología que lo aquejan y las realidades científicas y médicas. 

 

Con respecto a la Sentencia T-531 de 2009, M. P. Humberto Antonio 

Sierra Porto, expuso lo siguiente: 

  

    “Así, esta Corporación ha dispuesto que tratándose de: (i) 

sujetos de especial protección constitucional menores, adultos 

mayores, desplazados(as), indígenas, reclusos(as), entre otros), y 

de (ii) personas que padezcan enfermedades catastróficas (sida, 

cáncer, entre otras), se debe brindar atención integral en salud, 

con independencia de que el conjunto de prestaciones requeridas 

estén excluidas de los planes obligatorios.” 

 

Además de ello, la jurisprudencia ha sostenido “Por este motivo, es 

fundamental que se otorgue un trato preferencial a las personas mayores, 

con el fin de evitar posibles vulneraciones a sus derechos fundamentales 

y para garantizar la igualdad efectiva. Por ello, resulta indispensable 

que el Estado asuma las medidas necesarias para proteger a este grupo 

frente a las omisiones o acciones que puedan generar violación de sus 

derechos, obrando incluso sobre consideraciones meramente formales” 

(Sentencia T 252 de 2017)  

 

Así entonces, es notorio la vulneración de los derechos 

fundamentales a la accionante, cuando no le entregan de forma 

continua, puntual y total de los medicamentos que le son ordenados 

por su médico tratante para contrarrestar la patología que la 

aqueja, por ende, tal conducta conlleva a concluir que existe 

vulneración a los derechos fundamentales protegidos dentro del 

presente juicio constitucional, además, la enfermedad 

diagnosticada de la accionante se percibe que no tener los 

servicios de salud oportunamente, le entorpece el disfrute de tener 

un buen estado de salud, vida digna y dignidad humana. 

 

De acuerdo a lo anterior, el actor tiene derecho a que se le 

garantice o preste una ATENCIÓN INTEGRAL.  

 

CON RELACIÓN AL RECOBRO:  

 



Resulta pertinente destacar, que para el recobro –cuando hay lugar 

a él, existe un trámite de orden administrativo, por lo que no es 

obligatorio para el juez de tutela ordenarlo en la sentencia que 

concede el amparo5. De manera que, este mecanismo de protección 

constitucional no tiene por fin obviar el trámite legal 

administrativo de cobro que deben hacer las EPS y EPSS, a la 

Secretaría de Salud Departamental, ni al Fosyga y/o ADRES,  cuando 

tengan derecho a éste, empero, no es del resorte del fallador 

constitucional disponerlo así en la resolución del caso. 

FRETE A LA VINCULACION DE LA SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL 

CESAR:  

Ahora bien, si en gracia de discusión el Plan Obligatorio de Salud 

se encontrara vigente, frente al interrogante de a quién le 

corresponde la prestación de los servicios No POS, ese Alto 

Tribunal ha dicho que: 

 

¨ (…) cuando se refiere al suministro de servicios médicos 

excluidos del POS del Régimen Subsidiado, la obligación principal, 

esto es, su satisfacción directa, recae principalmente en el 

Estado, dada la precaria situación económica y social en la que se 

encuentra la población afiliada a dicho régimen. Las normas que se 

refieren a la responsabilidad del Estado en las prestaciones de 

los servicios no cubiertos por el Plan Obligatorio de Salud del 

Régimen Subsidiado son el Decreto 806 de 1998 y la Ley 715 de 2001. 

Del análisis de las mismas se derivan las obligaciones directas de 

las entidades territoriales de i) informarle al paciente el 

procedimiento que debe seguir para recibir la atención que 

requiere; ii) de indicarle de manera específica la institución 

encargada de prestarle el servicio y iii) de acompañarlo en el 

proceso que culmine con el efectivo acceso a los servicios de 

salud.  En armonía con lo anterior, jurisprudencialmente a la EPS-

S se le ha impuesto la obligación de acompañar al paciente y 

coordinar con las entidades públicas o privadas con las que el 

Estado tiene convenio para el efectivo suministro de los 

requerimientos excluidos del POS. En todo caso, y cuando la 

afectación del derecho a la salud exija medidas urgentes, la EPS-

S, de manera excepcional, tiene el deber de garantizar el 

procedimiento requerido, manteniendo ésta la facultad de recobrar 

al Estado los gastos en que incurra por la prestación del servicio 

no POS. La exigencia a la EPS-S del suministro de los servicios de 

salud excluidos del POS que requiere sus afiliados, se deriva 

precisamente de la relación contractual que tiene con el paciente, 

la que implica que su recuperación se encuentra bajo su cuidado y 

su responsabilidad, más aún cuando se trata de un sujeto de especial 

protección constitucional, y también cuando en el caso de las 

personas afiliadas al régimen subsidiado, éstas se encuentran en 

condiciones de vulnerabilidad y pobreza¨6. (Negrillas fuera de 

texto).  

Así las cosas, en uno y otro evento (Existiendo o no POS) es la 

EPS-S quien debe asumir directamente la prestación del servicio, 

ello con la finalidad de propender porque el/la paciente sea 

atendido sin dilaciones y de forma inmediata para dar garantía a 

                                                           
5 Corte Constitucional Sentencia T-760 de 2008.  
6 Corte Constitucional. Sentencia T-115 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.  



sus derechos fundamentales constitucionales, sin que sea necesario 

la vinculación de la Secretaria de Salud Departamental del Cesar.  

 

Bajo esta óptica argumentativa, se considera vulnerados los 

derechos constitucionales a la salud, y vida en condiciones dignas 

a WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, pues, al no autorizarle la 

NUEVA EPS, le entorpece el disfrute de dichos derechos 

fundamentales constitucionales, por lo tanto, se procede al amparo 

de los mismos. 

Sin más argumentos, se concede la protección a los derechos 

fundamentales constitucionales a la salud y a la en condiciones 

dignas a WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON, conculcados por la Nueva 

EPS, y se ordenará al Representante Legal de la Nueva EPS, o quien 

haga sus veces, que en el término de 48 horas, contadas a partir 

de la notificación de la sentencia, proceda realizar las gestiones 

administrativas para que autorice y entregue los medicamentos 

APROVASC 300/5 (Irbesartan + Amlodipino), en la periodicidad y 

cantidad ordenada por el médico tratante.  

En razón y mérito de lo anteriormente expuesto, El Juzgado Segundo 

Civil del Circuito de Valledupar administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: CONCEDER la protección a los derechos fundamentales 

constitucionales a la salud y vida en condiciones dignas a WILLIAN 

ENRIQUE RINCON MAQUILLON, conculcados por la Nueva EPS, por las 

motivaciones antes expuestas.   

SEGUNDO: ORDENAR al Representante Legal de la Nueva EPS, o quien 

haga sus veces, dentro el término de 48 horas, contadas a partir 

de la notificación de la sentencia, proceda realizar las gestiones 

administrativas para que autorice y entregue los medicamentos 

APROVASC 300/5 (Irbesartan + Amlodipino), 30 tabletas, una tableta 

diaria, en la periodicidad y cantidad ordenada por su médico 

tratante a WILLIAN ENRIQUE RINCON MAQUILLON.  

TERCERO: ORDENAR al Representante Legal de la Nueva EPS, o, quien 

haga sus veces, al momento de la notificación de la presente 

providencia, PRESTE UNA ATENCIÓN INTEGRAL, AUTORIZANDO Y ENTREGANDO 

medicamentos,  insumos,  procedimientos, cirugías, exámenes 

previos, consultas especializadas y todo lo pertinente que la 

enfermedad requiera en consecuencia a lo ordenado por el médico 

tratante, se encuentren o no dentro del Plan de Beneficios en Salud 

(PBS) y que haya un verdadero acceso al servicio de salud de manera 

oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el 

mejoramiento y la recuperación de su salud, esto con el fin de 

evitar presentar tutelas  por cada evento, igualmente este sea 

prestado de manera PERMANENTE, EFICAZ  Y OPORTUNA, con base en los 

diagnósticos HIPERTENSIÓN ESENCIAL PRIMARIA Y 2.- ENFERMEDAD RENAL 

HIPERTENSIVA SIN INSUFICIENCIA RENAL.  

CUARTO: ORDENAR al Representante Legal de la Nueva EPS, abstenerse 

de seguir incurriendo en la misma conducta que originaron la 

presentación de la acción de tutela.  

QUINTO: NEGAR la solicitud de recobro y vinculación a la Secretaria 

de Salud Departamental del Cesar.  



 

SEXTO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma más 

expedita. 

 

SEPTIMO: Si esta sentencia no fuere impugnada, remítase a la Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. 

 

 NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

 

                        GERMAN DAZA ARIZA 

                               JUEZ.  
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